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MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, José Luis Blasina y Esteban Pérez. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Daniel Mañana. 


INVITADOS: Por la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay (ONAJPU), 
señoras Sara Castro, Mirna Martirena, Gladys Orsero, doctora Mirian Cerizola y señores 
Sixto Amaro, Julio Rey, Ljubo Jutronich, Humberto Rodríguez y Diego Capella y Pons. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bianchi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de ONAJPU, integrada por las señoras Sara Castro, Mirna 
Martirena, Gladys Orsero, la doctora Miriam Cerizola y los señores Sixto Amaro, Julio Rey, Ljuro Jutronich, 
Humberto Rodríguez y Diego Capella y Pons. 


SEÑOR AMARO.- En nombre del Comité Ejecutivo queremos saludar a los señores Diputados, al 
personal técnico, y al secretario, con quien hemos trabajado en diversas oportunidades. Nuestra visita 
a la Comisión de Seguridad Social en el día de hoy tiene el objetivo de replantear dos temas que desde 
hace bastante tiempo ONAJPU está reivindicando. 


Queremos plantear que cuando nos reunimos con el Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, el 5 
de marzo del corriente año, los temas principales que nosotros expusimos fueron el de la jubilación mínima y 
un adelanto del aumento que nos corresponde, según lo establecido por la Constitución y por la Ley, a partir 
de 2008, que contemple el índice de precios al consumo desde el 1* de julio. 


En la reunión que mantuvimos, el Presidente de la República compartió que esta reivindicación era justa y, es 
más, señaló a los otros dirigentes del Poder Ejecutivo que estaban allí que este problema debía resolverse a la 
brevedad. Han transcurrido cinco meses y no hemos tenido una sola noticia con relación a este 
planteamiento, que involucra en primer lugar a alrededor de siete mil jubilados que ganan menos de $ 1.600 
por mes y a 70.000 jubilados y pensionistas que ganan menos de $ 3.000 mensuales. 


No se puede considerar que en el Uruguay de hoy alguien pueda tener el derecho de pagar menos de $ 3.300 
a un ser humano a quien en su momento se le reconoció haber trabajado durante treinta o cuarenta años de su 
vida. 


La persistencia de nuestros planteamientos obedece a que ningún trabajador de hoy pueda transformarse 
prácticamente en indigente por el solo hecho de pasar a ser un trabajador jubilado y vivir con estas 
prestaciones que son de hambre y de miseria. 


Hemos planteado además que los propios mecanismos del Poder Ejecutivo establecen una canasta familiar 
por encima de los $ 32.000. Lo que nosotros estamos reclamando es apenas un 10% de esa canasta familiar y 
transcurren, no meses desde la reunión que tuvimos con el Presidente de la República, sino años en que los 
congresos de ONAJPU reiteradamente están reclamando esta cifra para otorgar una jubilación mínima. 
Permanentemente aparece sobre la mesa el tema de la financiación de estos US$ 19:000.000 anuales que 
representa el establecer la jubilación mínima en $ 3.200. 


Queremos refrescar algunos datos que los legisladores manejan mejor que nosotros. En 2005, el BPS recaudó 
US$ 100:000.000 más que en 2004; en 2006 recaudó US$ 100:000.000 más que en 2005. Se plantea que esto 
-nosotros lo vemos con buenos ojos- es un incremento histórico de las recaudaciones del Banco de Previsión 
Social que en tres años aumentaron en US$ 300:000.000. También se habla de las exportaciones. Asimismo, 
con referencia al Banco de Previsión Social, no queremos dejar pasar la oportunidad sin señalar que en 2006 
se pagaron 3.500 jubilaciones menos que en 2005. Esto obedece a distintas consecuencias y por ese concepto 
el mencionado Banco pagó US$ 9:700.000 menos que en el año anterior. 


Ni qué hablar de la Dirección General Impositiva que informa permanentemente que se sigue batiendo un 
récord tras otro de la recaudación que va teniendo. La Dirección Nacional de Aduanas ha llegado a cifras 
históricas de recaudación que todos los días baten también su propio récord. Entonces, ¿quién puede creer 
que no hay recursos? ¿Cómo se puede explicar a los jubilados y a los pensionistas que no hay recursos para 
establecer una jubilación mínima que hace justicia, en parte, con estos 70.000 jubilados y pensionistas que 
ganan menos de $ 3.000? Queremos plantear este tema con mucha crudeza; queremos manifestar el inmenso 
descontento de los jubilados y pensionistas que reina a lo largo y ancho del país en torno a estos y otros 
temas. Esperamos y confiamos en que la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Diputados pueda 
realizar los actos correspondientes para que esta situación se resuelva, como dijo el Presidente de la 
República, en el menor tiempo posible. 


El otro tema que nos convoca es el que mencionábamos al comienzo: un adelanto a partir del 1* de julio de 
un 5,51% del aumento que nos correspondería el 1” de enero de 2008. 


El índice de precios al consumo al 31 de julio, es decir, la inflación, fue de 6,38%. Esto significa que los 
jubilados y pensionistas ya consumimos el ajuste correspondiente a diciembre de 2006 y que en total hemos 
desembolsado, solo como consecuencia de la inflación, US$ 35.000.000 de nuestras menguadas pasividades. 
La inflación no solo absorbió los aumentos que recibimos en enero de 2007, correspondientes a la etapa 
anterior. En el año 2006 se generó un 10% correspondiente al índice medio de salarios, y el índice de precios 
al consumo fue de poco más de 7% en el mismo año. Se ajustó ese porcentaje del índice de precios al 
consumo y quedó una recuperación de algo así como un 3,5%, que obviamente ya ha sido absorbido por la 
inflación que sigue creciendo en forma incesante. Reitero que al 31 de julio estaba en 6,38%, pero ha habido 
nuevos aumentos de los derivados del petróleo, hay un permanente aumento de la carne, de las verduras y de 
las frutas. Sin ir más lejos, en el día de ayer, la leche -artículo de primera necesidad- aumentó un 11% y las 
superpasteurizadas, un 25%. La carne no termina nunca de subir; en el correr del año debe haber aumentado 


cinco veces. Y nosotros vemos que no se tiene en consideración a la población, en particular a los jubilados y 
pensionistas, y se recurre a aplicar la rebaja del IVA a algunos cortes de carne, que son lamentables. En 
definitiva, esa rebaja del IVA la terminamos pagando con el conjunto del pueblo uruguayo y no se afecta en 
un ápice a los dueños de los novillos, a los dueños de los frigoríficos ni a los intermediarios de la carne, que 
son los que siguen manteniendo las mismas ganancias. Los jubilados y pensionistas nos preguntamos: 
¿Tenemos que pagar nosotros en Uruguay el mismo precio internacional de la carne que paga un ciudadano 
de otra parte del mundo? ¿El Gobierno no puede interceder en este tipo de cosas para que luego esto no se 
repita, por ejemplo, con el maíz? El maíz se va a utilizar para elaborar un sustituto de las naftas y otros 
productos; a consecuencia de ello, el precio del maíz va a subir, pero no solo para utilizarlo industrialmente, 
sino que ese mismo precio se traslada a la población. Lo mismo sucede con la leche: sube como consecuencia 
de algunos factores que hacen a los productores, pero también porque las pasteurizadoras del Uruguay todo 
lo que pueden industrializar lo tienen exportado; si no exportan más es porque no tienen más capacidad de 
industrializar los productos lácteos; nada más que por eso. Pero cuando el precio de esos productos sube a 
nivel internacional, el pueblo uruguayo todo, también los jubilados y pensionistas, pagamos las 
consecuencias. Entonces nos preguntamos si es mejor que el país siga mejorando, porque cada vez que 
mejora un precio internacional nosotros tenemos que pagar más por los artículos de primera necesidad. 


Estos son algunos de los aspectos por los cuales la inflación, que no está controlada, sigue creciendo, y 
nosotros nos mantenemos con un ajuste que fue hacia el año 2006 y que nos deja desamparados en 2007. 


Voy a hacer dos últimas precisiones. Los jubilados y pensionistas tenemos menos poder adquisitivo en agosto 
de 2007 que en diciembre de 2006. En años anteriores denunciamos en esta Comisión de Seguridad Social 
que entre 1999 y 2005 los jubilados y pensionistas perdimos un 30% de poder adquisitivo. Desde 1999 a 
agosto de 2007 la pérdida de poder adquisitivo es de 30%; no hemos recuperado un ápice de las prestaciones 
que recibimos por jubilaciones y pensiones. 


Consideramos que el hecho de que luego de ocho meses volviéramos a reunirnos en el ámbito de discusión 
que tenemos con el Poder Ejecutivo, y que compartimos con los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y 
de Economía y Finanzas, y con el Directorio del BPS, es un paso adelante. Se escucharon nuestros planteos y 
se va a convocar a una nueva reunión, pero el tiempo sigue transcurriendo, nos vamos acercando a fin de año, 
y los jubilados y pensionistas seguimos perdiendo poder adquisitivo y no se contemplan cuestiones tan 
dramáticas como la jubilación mínima. 


Trasladamos estas preocupaciones a esta Comisión de Seguridad Social y, en consecuencia, esperamos que 
puedan encontrarse los caminos para resolver estos temas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- No tenemos una preocupación sino varias. Pero quiero plantear 
particularmente una referida a la reforma tributaria. Como es de público conocimiento -lo hemos 
difundido a través de todos los medios de comunicación-, la ONAJPU reclama que se eleve el monto 
imponible para la aplicación de la reforma, es decir, al 50% de la canasta básica familiar. Pero el tema 
que queremos plantear hoy aquí es otro. La reforma tributaria, y posteriormente este equipo de 
clasificación de quiénes tienen derecho a la exoneración y quiénes no, ha rechazado el planteo de que 
las asociaciones de jubilados y pensionistas que tienen funcionarios sean exoneradas del aporte 
patronal. Realmente, no entendemos esta política de la gente que dirige la economía y que tiene que ver 
con esta cuestión. Allí se exonera, por ejemplo, a "Manos del Uruguay". Si yo voy a comprar este 
chaleco allí, me lo cobran 50% o 100% más caro que cualquier tienda de Montevideo. Pero se le 
exonera de los aportes patronales. Se exonera de aportes patronales al 90% de las iglesias de los 
diferentes credos, etcétera, que funcionan en nuestro país, algunos de ellos de muy dudosa procedencia. 
Se exonera de aportes patronales, como aporte a la cultura, a AGADU, que por la exhibición de una 
obra de teatro cobra US$ 4.000. Se exonera de aportes patronales a los clubes deportivos, empezando 
por los de Primera División. Todos sabemos cómo se ha operado este problema de los clubes 
profesionales de fútbol en nuestro país a través de la venta y compra de jugadores. También habría que 
investigar algún día qué pasa con estos empresarios que compran y venden a la gente; en primera 
instancia, el jugador de fútbol es un trabajador y un ser humano. Los compran y los venden como si 
fueran una mercancía. En Europa es muy común que este sistema de compra y venta de jugadores se 
utilice para lavar dólares. No sé en nuestro país cómo será la cosa. 


Pero no se exonera de los aportes patronales a las asociaciones de jubilados y pensionistas, cuando hay una 
política del Gobierno, no de ahora sino de antes, de promover la creación y el desarrollo tanto de los 
sindicatos como de las asociaciones, es decir, de todas aquellas organizaciones que no tienen un fin de lucro. 


Queremos dejar planteada esta inquietud a los efectos de que la Comisión vea la forma de interceder para que 
la exoneración de aportes patronales ampare a las asociaciones de jubilados. 


SEÑOR CAPELLA Y PONS.- Simplemente, deseo hacer una acotación. 


Integramos la Comisión de Salud de ONAJPU y tenemos gran preocupación por el tema de la salud 
relacionada con los jubilados. Es vital y fundamental el seguro integral nacional de salud. Lamentamos que 
haya sectores de la población que todavía no lo han entendido. Creo que todo está relacionado; salimos del 
tema tributario y entramos en el tema de la salud. ¡Vaya si a las personas de la tercera edad les importa este 
tema! La atención no solo es regular, mala y cara sino que es injusta en lo económico y en los aportes. 


Hoy en día hay un proyecto que se ha divulgado y que se está a punto de terminar. Lo importante es 
fortalecer este sistema. A nosotros nos va la vida; y no en lo que significa defender determinados sectores 
sociales que se han enriquecido a costa de los más humildes. Simplemente, quería marcar el sentimiento de 
mucha gente. 


SEÑORA MARTIRENA.- Soy representante de ONAJPU en el equipo del Directorio. 


Asumimos en el Directorio del Banco de Previsión Social en mayo de 2006 y diariamente estamos 
atendiendo al público que allí concurre. Pero hay una gran preocupación personal y, evidentemente, también 
la hemos planteado en el Consejo Directivo Nacional de ONAJPU. En este país, desde diciembre del año 
2000 a mayo de 2006, han fallecido más de 190.000 pasivos. Es un promedio -por favor, les ruego que 
presten mucha atención- de más de 30 pasivos por día. ¿Cuántos pasivos tienen esa jubilación mínima, con 
falta de cobertura médica y de vivienda? Quien les habla representa especialmente la seguridad social y una 
de nuestras grandes metas es luchar por eso. Sabemos que la jubilación mínima llevaba más de doce años que 
estaba fijada por los poderes ejecutivos anteriores en $ 500. Ahora, a partir de julio, la mínima asciende a $ 
1.700. También sabemos que los aportes que hacían los patrones eran por la mínima, pero esa no es la 
seguridad social que queremos. 


Así que yo pido mucha consideración y atención a esos más de 190.000 pasivos que en cinco años y cinco 
meses han fallecido en un promedio de treinta por día. 


Muchas gracias. 


SEÑOR AMARO.- Queremos trasmitir la aspiración de que, en la media hora previa de la Cámara de 
Diputados, esta Comisión pueda llevar estos temas que planteamos para conocimiento general. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos ese planteo y después de que ustedes se retiren lo conversaremos 
con los demás integrantes de la Comisión y designaremos a alguno de sus miembros para trasmitir sus 
inquietudes. 


SEÑOR BLASINA.- En primer lugar, el planteo que hicieron en el día de hoy ya lo conocíamos porque 
había tenido trascendencia pública. Además, ese planteo quedó de manifiesto en la reunión que se 
mantuvo el viernes pasado en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en la recomposición de ese 
ámbito de diálogo que, al parecer, va a continuar esta semana. 


Al principio, quiero decir que compartimos las dos reivindicaciones básicas que ustedes plantean y que 
venimos sosteniendo desde hace bastante tiempo; inclusive, desde el punto de vista público las hemos 
manifestado utilizando un convenio que ha hecho la Cámara de Representantes con la cadena ANDEBU y 
con la Red de Televisoras Privadas del Interior que se emitió el 9 de julio próximo pasado. Allí manifestamos 
el compromiso personal de hacer los mayores esfuerzos posibles para que se concretara, tanto el tema de la 
jubilación mínima, a partir de los datos que ustedes manejan: los siete mil que están por debajo de los $ 1.636 
y los setenta mil por debajo de los $ 3.000. Por otro lado, es necesario adoptar una medida -hablamos, 


concretamente, de una partida, sin definir en forma exacta cuál podría ser su monto- que tenga como objetivo 
atenuar el efecto que la inflación ha venido produciendo en las jubilaciones y pensiones en lo que va del año. 
Efectivamente, como ustedes han manifestado -este es un dato oficial, del Instituto Nacional de Estadística-, 
la inflación al 31 de julio alcanzó el 6,38%. También hay que decir -porque es un aspecto que se proyecta 
hacia el futuro, hacia el próximo ajuste- que se vuelve a confirmar la tendencia de 2005 y de 2006, por influjo 
de la instalación de los Consejos de Salarios y por la elevación del salario mínimo nacional. Esta tendencia 
marca que en 2005, 2006 y lo que va de 2007 el índice medio de salarios -que es la variable de ajuste que 
establece la Constitución para las jubilaciones y pensiones- se ha colocado por encima de la inflación. En 
2005, el porcentaje fue del 5% y en 2006, cercano al 4%; estos son datos de la realidad y resultan 
absolutamente insoslayables. Para que se diera esta situación también repercutieron los ajustes diferenciales 
que se aprobaron en 2005 para las jubilaciones más sumergidas y el ajuste diferencial complementario para 
las pensiones, del año 2006. 


Digo esto porque hablo de una tendencia que se viene confirmando a pesar de que, notoriamente, la inflación 
ha tenido un empuje que parecería que -según dicen quienes entienden del asunto- se atenuaría en los 
próximos meses; pero reitero que el empuje ha sido fuerte y que al 31 de julio registraba el porcentaje que 
mencioné. Quiero decir también que, a pesar de eso, este año se vuelve a confirmar la tendencia de que el 
índice medio de salarios, al 31 de julio de este año, también se coloca por encima de la inflación, porque 
llegó al 7,46%. 


¿Qué significa esto? ¿Qué tenemos que mantener una actitud conformista? Nada de eso, porque el 6,38% de 
inflación de este año, sin ninguna contrapartida y si no se toma ninguna medida, ya absorbió lo que se 
recuperó en 2006 y comienza a absorber lo que se recuperó en 2005; eso surge, simplemente, de una 
operación aritmética. Entonces, es importante que se aplique un criterio -no hablamos de tal o cual medida- 
que se traduzca en una medida concreta que apunte a detener o atenuar el efecto del avance que ha tenido la 
inflación este año; de lo contrario, esto recién se va a recuperar con el ajuste de enero de 2008, pero mientras 
tanto, desde el 1* de enero de este año en adelante, es evidente que aquí y en cualquier parte del mundo, con 
esos números las pasividades seguirán perdiendo poder adquisitivo. 


En consecuencia, hemos planteado determinada medida. Ustedes advertirán que este no es un planteamiento 
hecho solo para que la gente se entere, sino que fue y es acompañado por gestiones sobre las cuales, por 
razones obvias, no voy a dar ningún tipo de detalle. Sé que el compañero, Diputado Pérez está en la misma 
situación, pero él la explicará por su lado. 


Además, hemos dicho que no se trata de un tema al que se le vaya a dar solución "sine die"; es un tema que 
requiere una solución hoy. Inclusive, existe un antecedente, que no hay que perder de vista, relacionado con 
lo que sucedió en 2006, más allá de que la fórmula fuera más o menos de lo que esperaban los sectores 
involucrados. ¿Cuál fue el criterio que operó en aquel momento? El de que en función de que la inflación ya 
estaba absorbiendo lo que se había recuperado en 2005, que había sido el 5%, se dijo que cuando terminara 
ese proceso, se haría un adelanto de un 3% a todas las jubilaciones y pensiones; eso rigió a partir del 1* de 
setiembre del año pasado. Es decir que se aplicó un criterio similar -aunque los porcentajes no coinciden, 
porque las situaciones varían de un año al otro- al que creemos debe aplicarse este año, aunque tal vez sin 
recurrir a un adelanto, sino empleando otra fórmula. Lo que queremos es que haya una partida que detenga el 
deterioro que se va produciendo en el poder adquisitivo de jubilaciones y pensiones. 


Por otro lado, desde siempre hemos considerado que el compromiso que hemos asumido como parte 
integrante del Gobierno y como Gobierno en sí, desde la propia campaña electoral, fue el de que, en una 
primera instancia, se recuperara el poder adquisitivo de las jubilaciones y pensiones más sumergidas. Y eso 
es lo que estamos haciendo en el marco de un proceso que, como tal, lleva un tiempo, pero el compromiso es 
que lo que se perdió en el quinquenio se recupere en este Período de Gobierno. 


¿Qué quiero decir con esto? Que, siendo así, el proceso debe continuar. Quiero decirlo muy claramente: las 
oscilaciones bruscas en ese proceso de recuperación del poder adquisitivo implican que no se trata de un 
proceso sino de otra cosa que habría que denominar de otra manera, porque no es un proceso de 
recuperación. De todos modos, un proceso de recuperación no puede ser absolutamente lineal, puede tener 
algún tipo de oscilación. De hecho, transcurrido un mes de un incremento en las jubilaciones y pensiones ya 
se empieza a perder una parte; ni siquiera en la hipótesis de que hubiera ajustes mensuales se evitaría la 
pérdida. Pero una cosa son las ondulaciones naturales que se van produciendo y otra distinta son los 


descensos bruscos del poder adquisitivo que se recuperan con el próximo ajuste, aunque lo que se pierde no 
se recupera más. Eso es lo que está ocurriendo al día de hoy: se está perdiendo poder adquisitivo y eso se 
nota en el poder de compra de los jubilados y pensionistas, sobre todo de los que viven con menores recursos. 


En lo personal, soy consciente de que no estoy diciendo nada nuevo -inclusive, muchos de ustedes me habrán 
escuchado decirlo antes-, pero hoy reafirmamos estos conceptos e informamos que asumimos el compromiso 
sobre el que informaba anteriormente. 


Hay otros aspectos que se han señalado en cuanto a la reforma tributaria y al planteo de un mínimo no 
imponible. Ustedes saben que la reforma tributaria se ha caracterizado como dinámica, perfectible, y que ya 
se han anunciado algunos ajustes a implementar cuando tenga un año de vigencia. Estos ajustes van por el 
lado del incremento de los deducibles y de la baja del IVA, lo que ya está establecido en la propia ley, porque 
un 1% del IVA básico ya está comprometido. A eso que nosotros compartimos, le agregamos el incremento 
del mínimo no imponible y la revisión de las franjas de imposición de la reforma tributaria que se aplica de 
manera progresiva, como ustedes saben. Eso no lo digo acá como algo novedoso; lo vengo manifestando 
públicamente y, además, en los ámbitos que actúo. 


En cuanto a la exoneración del tributo de aporte patronal para las Asociaciones de Jubilados y Pensionistas, 
que evidentemente no tienen fines de lucro, nos parece que es de las cosas que hay que revisar. Comparto 
totalmente que es una exoneración justa y la medida tomada -esto me importa recalcarlo- a través de la 
reglamentación no figuraba en la ley que votamos en el Parlamento. Entiendo y comparto que eso debe 
revisarse. 


En lo que tiene que ver con el tema de la salud se ha arbitrado -ustedes lo saben mejor que nosotros- un 
convenio para los jubilados que tienen ingresos menores a $ 4.000. Se ha realizado un convenio con 
instituciones de asistencia médica mutual por el cual se introducen algunas mejoras en lo que tiene que ver 
con el suministro de tiques y Órdenes, lo que no voy a comentar demasiado porque ya lo conocen. Quiero 
decir que este fue un convenio importante, que se inscribe en un camino de menos a más. También deseo 
señalar que, desde mi punto de vista, este convenio no va a evitar la competencia entre mutualistas para 
captar afiliados. Y en la competencia entre mutualistas para captar afiliados, seguramente se tome este 
convenio como piso. Eso se da simplemente por la aplicación de uno de los elementos fundamentales del 
sistema que nos fija el capitalismo en cuanto a la competencia. Entonces, creo que la competencia se dará así 
y eso va en beneficio, precisamente, de los jubilados. 


Como saben, en el proyecto de ley de salud que está a estudio en el Senado, se ha previsto un período de seis 
meses en el cual deberá definirse cuándo y cómo van a percibir los beneficios de la salud quienes no ingresen 
al sistema a partir del 1* de enero de 2008. Eso ya está pautado y cuando se entre a estudiar en ese período, 
será materia de debate cuáles serán los plazos en los que ingresen el resto de los jubilados y también las 
pensionistas, quiero decirlo claramente. Reitero que será materia de debate, una vez que ingresemos en ese 
período pautado por la ley, una vez que esta sea aprobada. 


En cuanto al tema de la vivienda, hace bastante tiempo que ustedes vienen planteando -nosotros también- que 
de una vez por todas el Banco de Previsión Social pase a administrar los fondos de viviendas, que son más de 
los que se conocían. Cuando en el período anterior pedíamos información al Banco República, como 
legisladores, acerca de cuántos fondos estaban acumulados en la cuenta en dólares allí, nos decían: "Ese dato 
no lo podemos proporcionar porque forma parte del secreto bancario". Recién en 2005 nos empezamos a 
enterar de cuántos eran los fondos, que salieron del bolsillo de los jubilados en nuestro país, no hubo ningún 
aporte más. Se empezó con un dato primario de US$ 88:000.000 para ese fondo de vivienda, pero resulta que 
después aparecieron otras cuentas en el Banco República, que hicieron llegar a la cifra actual de US$ 
112:000.000. Lo importante es que es un primer paso. 


También les quiero informar -aunque seguramente ya tienen este dato- que el proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo ingresó al Senado en julio de este año. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- La fecha es 4 de junio. 


SEÑOR BLASINA.- Se ve que el compañero está atento; 4 de junio; muy bien. 


Ese proyecto está radicado en la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado. Naturalmente 
vamos a hacer lo que podamos para que esa iniciativa sea tratada rápidamente y pase a esta Cámara -donde 
calculo que no habrá demasiada discusión- para que finalmente resulte aprobada. 


Ese es un primer paso para hacer otro tipo de consideraciones sobre el tema de vivienda, que no es del caso 
efectuar en el día de hoy. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quería hacer una precisión. 


Lo que pasa a la administración del Banco de Previsión Social no son los fondos, sino la administración de 
las viviendas. Los fondos siguen todavía bajo la administración del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, de acuerdo con el proyecto de ley que está en el Parlamento. 


SEÑOR BLASINA.- En realidad, yo no hablé del pasaje de fondos sino de cuántos eran los fondos. Lo 
que falta definir es quién va a administrar esos fondos y cómo. 


Por último, está el planteo que hacen sobre la media hora previa. Como saben, en la media hora previa puede 
hablar más de un legislador e, inclusive, pueden hacerlo sobre un mismo tema. Los legisladores dependen del 
orden en que estén anotados para efectuar ese tipo de planteos. Esto lo consideraremos después de que 
ustedes se retiren. 


De cualquier manera, ustedes saben que cualquier manifestación pública -que tiene un alcance nacional, 
máxime si es hecha por televisión- tiene mucho más valor que lo que se puede difundir a través de la media 
hora previa. Eso es lo que estamos tratando de hacer porque esto que digo acá, no lo señalo en este sitio 
solamente, sino que lo vengo diciendo en todos los lugares a los que llego. Cuando me reúno con jubilados y 
pensionistas, tengo acceso a medios de comunicación en todo el país y en ellos manifiesto exactamente lo 
que he dicho acá. 


Yo soy de la idea -y en ella seguiré hasta que pueda, hasta que me den las fuerzas- de ser coherente y cuando 
digo cosas en un ámbito como este, las repito exactamente en público para no caer en contradicciones, en las 
que a veces se cae, no sé por qué; a veces por quedar bien con los invitados. Lo que digo lo vengo señalando 
en todos lados e insisto con lo que decía hoy: el compromiso real y efectivo de hacer gestiones a los efectos 
de que esto que ustedes plantean -fundamentalmente las reivindicaciones inmediatas- se cumpla lo más 
pronto posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería explicarles cómo habíamos planteado la reunión del día de hoy. 


Ustedes enviaron una solicitud la semana pasada y nosotros rápidamente los citamos, no solo por la 
importancia del tema sino por la oportunidad, porque para hoy estaba citado el señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social. Los invitados saben mejor que nosotros que todos estos temas importan una decisión del 
Poder Ejecutivo; esta Comisión no tiene iniciativa en esta materia. Por tanto, más allá de los planteos que les 
íbamos a hacer como legisladores, nos parecía importante nutrirnos de algunos elementos antes de 
entrevistarnos con el señor Ministro para trasladárselos también. Lamentablemente, en el día de ayer a última 
hora el Ministro nos dijo que tuvo desencuentros con el Subsecretario y canceló esta comparecencia. Esa 
visita tendrá lugar recién dentro de dos semanas. 


Queríamos explicarles esto porque para nosotros es cada vez más importante la presencia de esas autoridades 
que son quienes tienen la última palabra en esta materia. 


Como Presidente, quería aclararles el tema y reitero que es muy oportuna vuestra presencia hoy acá. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero dar la bienvenida a la delegación de la Organización Nacional 
de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas del Uruguay. Además, deseo señalar que comparto en 
términos generales el planteamiento que ha realizado, en particular la intervención inicial del señor 
Amaro. 


Creo que las dos reivindicaciones centrales, tanto la que se vincula con el reclamo de una jubilación mínima 
como la que tiene que ver con el otorgamiento de un ajuste o contemplación en sus ingresos antes de fin de 
año, con vigencia al 1* de julio, me resultan absolutamente compartibles. Entiendo que están debidamente 
fundadas y, por lo tanto, hablan de un planteamiento sensato y razonable como por otra parte hemos visto 
actuar, y siempre más que en general, a la Organización que hoy nos visita. 


Voy a dar mi opinión, sin el ánimo de abrir un debate pero me parece que en estos casos la asepsia puede 
intentarse pero nunca termina de lograrse por completo. Naturalmente somos hombres políticos y hacemos 
valoraciones políticas. Por supuesto procuraré hacerlo con la prudencia debida y, reitero, sin el ánimo de 
generar un debate en este momento. Entre nosotros hemos tenido muchos debates y los tendremos también en 
el futuro. Pero concretamente con relación a los temas planteados creo que lejos estamos -y surge del 
planteamiento del propio señor Amaro y de los compañeros que integran la delegación- de alcanzar las 
expectativas que, sin duda, se generaron en las instancias previas a la asunción del actual Gobierno, por lo 
menos con relación a estos temas y, en particular, con respecto al sector de las clases pasivas. 


La jubilación mínima fue un planteamiento que hicimos todos los partidos políticos, atento a la realidad que 
aquí se describía de las decenas de miles de uruguayos, jubilados y pensionistas, que reciben ingresos 
verdaderamente vergonzantes que, por supuesto, vienen del pasado, no desde que asumió este Gobierno, en 
función de una pérdida del poder adquisitivo que aquí se dijo y que es real, que se acentuó notoriamente a 
partir del año 2002 y que llegó a superar, o estuvo pisando, el 30% en términos reales. La verdad es que en 
materia de jubilación mínima no se ha hecho nada. Si por hacer algo se entienden los aumentos del 3% que se 


otorgaron a las pasividades de menos de tres bases de prestaciones y contribuciones en octubre de 2005 y en 
abril de 2006... 


(Interrupción del señor Representante Blasina) 


Sí, sería 6% entre ambos ajustes. 


Sin embargo, voy a citar lo que dice en un informe que pedí al Poder Ejecutivo. Este documento está firmado 
por el Gerente de la Asociación General en Seguridad Social, contador Camacho, y refiere a que los 
aumentos diferenciales, los aumentos adicionales al ajuste determinado por el índice medio de salarios 
nominal del 6% para jubilados con ingresos menores a tres bases de prestaciones y contribuciones, se 
efectivizaron en octubre de 2005, en un 3% y en abril de 2005, también en un 3%. Creo que esto no hace a la 
cosa porque aunque hubiera sido un 6% en las dos oportunidades, me parece poco o nada -francamente lo 
digo- y, por lo tanto, lejos estamos de la jubilación mínima que acá se reclama con absoluta justicia. 


En cuanto a la recuperación general de las pasividades me parece notorio que el Gobierno está en una política 
de otorgar -lo decía el señor Amaro más temprano y yo lo comparto- lo que estrictamente establece la 
Constitución y la ley, es decir, el ajuste que corresponde de acuerdo con el índice medio de salarios en la 
oportunidad en que ajustan los salarios de la Administración Central, que se da -como todos sabemos- en el 
mes de enero, en las condiciones que aquí se han señalado. Ese aumento con claridad está referido a la 
inflación del año inmediatamente anterior con algunos puntos de recuperación pero por los procesos 
inflacionarios mayores o menores que se han vivido en los hechos los puntos de recuperación terminan 
siendo carcomidos por la inflación y la anhelada recuperación nunca termina de concretarse. Este año se ha 
dado particularmente este fenómeno, en función de los niveles inflacionarios que tenemos. No quiero repetir 
como un sonsonete lo que decía el señor Amaro, pero es absolutamente cierto. Está claro que cumplidos los 
primeros siete meses del año que transcurre, prácticamente, estamos en el techo de la banda que el Gobierno 
previó en materia inflacionaria para todo el año 2007, que es de un 6,5%, y con las proyecciones que en el día 
de ayer se conocieron en materia económica por parte de analistas para el corriente mes de agosto, en virtud 
del aumento de los combustibles y toda la escalada de precios que se viene dando, superaremos ya en el mes 
de agosto el 7% y en términos anualizados la inflación estará muy cerca o superando el 9%, si la 
consideramos por períodos anuales. 


Desde este punto de vista, entiendo que es claro que si no se hace algo antes de fin de año, seguramente, 
cuando en enero tengamos que replantearnos este tema, la pérdida de poder adquisitivo de los jubilados y 
pensionistas habrá de ser mucho mayor. 


No tengo más remedio que hacer una valoración de carácter político. Me disgusta mucho la actitud que ha 
asumido el Poder Ejecutivo, por lo menos hasta este momento, con respecto a la Comisión de Seguridad 
Social. Hace algunas semanas nosotros promovimos la convocatoria de las autoridades, tanto del Ministerio 
de Economía y Finanzas como de la del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para hablar sobre este 
mismo tema. En su momento presentamos un proyecto de minuta de comunicación, no con el afán de que el 
Gobierno viniera a pronunciarse sobre esta, sino para hablar del tema, para darle estado parlamentario -así lo 
dijimos- y para ver si desde el Parlamento podíamos ayudar, independientemente de las negociaciones que la 
ONAJPU mantiene con los mencionados Ministerios, porque entendíamos que este podía ser un ámbito que 
ayudara a encontrar la solución que en el ánimo de todos está lograr. Pero lamentablemente en el Poder 
Ejecutivo hemos advertido bastante indiferencia y bastante pereza con respecto a este asunto, o por lo menos 
en cuanto a analizarlo con el Parlamento. No sé si esto se vincula con la circunstancia de que el Poder 
Ejecutivo no tiene apuro con los pasivos, pues estos no están en condiciones de detener ningún servicio 
esencial, de protagonizar eventualmente alguna movilización ni de hacer paro, sino solo protestar. Tal vez el 
Poder Ejecutivo ha tenido otras prioridades u otras urgencias que atender, pero yo quiero decir muy 
claramente que por parte de la Secretaría de la Comisión se nos ha informado que el señor Ministro de 
Economía y Finanzas no está dispuesto a concurrir a este ámbito ni está dispuesto a permitir que alguien 
venga en su nombre, lo cual he pedido que se formalice por escrito. Y esto me parece por lo menos una 
descortesía. 


Ahora se ha dado esta desinteligencia con respecto al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Por supuesto 
no tengo por qué dudar de que el Ministro Bonomi no haya comunicado que concurriría el doctor Bruni, pero 
parece que no le avisó a él. La Comisión tenía entendido que en el día de hoy, en representación del 
Ministerio, concurriría el doctor Bruni y así está indicado en la citación respectiva, pero el que no estaba 
enterado, repito, porque el Ministro no se lo comunicó, es precisamente el Subsecretario de Trabajo y 
Seguridad Social. Yo lo lamento mucho porque en lo que respecta a la Comisión seguimos perdiendo el 
tiempo. Se habló de quince días pero van a ser veinte porque parecería que el Subsecretario no está en 
condiciones de venir hasta el día 5 de setiembre. Creo que puede hacerlo antes; inclusive, la próxima semana 
podríamos recibirlo, pero esto es algo que después tendremos que analizar. 


Desde ese punto de vista quiero destacar que soy solidario con el planteamiento y que ojalá se pueda 
encontrar alguna solución. No sé en qué medida un adelanto pueda ser solución de algo; puede ser un 
paliativo momentáneo, pero adelanto no es ajuste ni recuperación de las pasividades; es adelanto, puesto que 
en la medida en que eso se compense en el mes de enero cuando se establezca el mecanismo constitucional 
del índice medio de salarios y se descuente lo que se adelanta ahora, el mes próximo o no sé cuando, este 
paliativo habrá quedado sin efecto y en términos de la recuperación real de las pasividades lo que ahora se 
puede otorgar no será nada. Y creo que es muy lamentable -comparto lo que aquí se decía- porque entiendo 
que con seguridad hay espacio fiscal -como le gusta decir al Ministro de Economía y Finanzas- para poder 
hacer también aquí un esfuerzo y dar algún alivio o mejora a un sector que es justo que la reciba. 


En cuanto a los planteamientos vinculados a la reforma tributaria quiero dejar dos constancias. En lo que 
tiene que ver con el mínimo no imponible, entiendo que es extremadamente bajo. La posición de mi Partido 
es conocida en cuanto a que somos críticos de la reforma tributaria. Entendemos que en verdad el llamado 
impuesto a la renta no es tal, porque las deducciones prácticamente no existen y, sobre todo, un mínimo 
imponible tan bajo con relación al costo de vida hace difícil poder conceptualizar un sistema tributario como 
basado en el impuesto a la renta cuando la diferencia es entre $ 9.000 y $ 31.000. En ese punto comparto la 
opinión por lo menos de una parte del PIT-CNT. 


Mi visión, que no es compartida por el resto de la Comisión o por lo menos por los Representantes del 
Gobierno, en el caso concreto de la aplicación de este impuesto a las pasividades, es que estamos frente a una 
inconstitucionalidad. Desde nuestro punto de vista, ya no se trata de la cuantía del impuesto sino de la 
legitimidad a la hora de haberlo establecido y consagrado en la ley de reforma tributaria. 


En cuanto a las exoneraciones, comparto totalmente lo manifestado por el señor Humberto Rodríguez. Creo 
que ha habido una interpretación extremadamente restrictiva del alcance del artículo 69 de la Constitución. Si 
bien la Constitución establece la posibilidad de exonerar de aportes y tributos a las instituciones de carácter 
educativo y cultural, todos sabemos que en Uruguay, inclusive por leyes reglamentarias posteriores, hubo una 
interpretación bastante generosa o amplia en el sentido de que esa expresión incluye a distintas 
organizaciones sociales o gremiales, inclusive a los propios partidos políticos. Es de interés social, de interés 


público estimular su actividad y al mismo tiempo posibilitar que cumplan con su función de representación - 
porque cumplen una función de representación muy importante- por lo que se establece que estén aliviadas 
de esos tributos y aportes patronales. Me parece que en el caso específico de las organizaciones sindicales, de 
las organizaciones gremiales y también de los partidos políticos -lo digo con todas las letras- es razonable 
que no paguen impuestos, porque es razonable estimular, asegurar y facilitar que puedan cumplir con su 
actividad. Como aquí se decía, ojalá que esto se corrija. Todos hemos visto que la reforma tributaria ha tenido 
una serie de perforaciones y de revisiones de sus propios contenidos en función de dificultades que ha 
arrojado su implementación; vimos el ejemplo de las organizaciones no gubernamentales en el mismo 
momento en que la reforma se ponía en marcha. 


En ese sentido, desde la oposición estaremos a la expectativa de lo que el Gobierno proponga o promueva, 
pero entiendo que lo que aquí se ha planteado es absolutamente justo. 


Estas son las consideraciones generales que quería formular, reiterando, lamentablemente, mi desánimo 
desde la oposición porque quisimos generar una instancia con el Poder Ejecutivo que por una razón u otra ha 
venido rehuyendo la posibilidad de conversar con nosotros. ¡Ojalá se pueda concretar en algún momento! 


SEÑOR PÉREZ.- Siempre es lindo recibirlos y ver que son jubilados, pero no jubilados en el espíritu 
de lucha y mucho menos jubilados de acá, porque hay cabezas frescas que aportan ideas y uno siempre 
está aprendiendo algo; lo digo sinceramente. 


Creo que la situación de injusticia objetiva que ustedes plantean con respecto a las jubilaciones tiene su 
origen en un sistema egoísta de organización social que tenemos. Pienso que en esas jubilaciones que ustedes 
mencionan, de $ 1.700, como es obvio están incluidos asalariados rurales sumamente explotados que 
generaron esas jubilaciones. Un principio tienen las cosas; hay grandes terratenientes sumamente egoístas 
que han pagado miserias. Con seguridad, también habrá muchas empleadas domésticas que limpian los 
domicilios, que lavan la ropa interior de los profesionales, a los estancieros y también a muchas personas de 
clase media que a la hora de pagar les duele poner la moneda a quien trabaja en su casa, aunque les gusta 
recaudarla para sí mismo por otro lado. Eso genera, al final de la vida, esas jubilaciones que ustedes 
mencionan. 


Entonces, tenemos un sistema mal organizado, basado en el egoísmo, en el acaparamiento individual y no 
con un pensamiento colectivo. Tenemos un país pensado de a uno y no con cabeza de todos; todavía estamos 
lejos del artiguismo. De manera que ese es el origen de lo que ustedes están planteando. 


Tuvimos una noche larga con la dictadura; luego vino la democracia, en la que se instalaron de nuevo los 
Consejos de Salarios, hubo un respiro, y después hubo un segundo Gobierno en el cual se terminaron los 
consejos de salarios y, por lo tanto, la posibilidad de recuperación no sólo de los salarios, sino también de las 
jubilaciones. Así es que llegamos a este Gobierno, en el que nuevamente se están instalando los consejos de 
salarios; por ese lado, se está dando alguna recuperación para las jubilaciones. El Consejo de Salarios ha 
significado mejoras en los ingresos de los trabajadores, y ese promedio que se utiliza para elevar los salarios 
también lo están percibiendo los jubilados. 


Así como la sociedad está mal organizada, y unos se llevan mucho y son muy egoístas a la hora de pagar, 
deberíamos encarar una discusión profunda sobre la seguridad social y organizarla de otra manera. Entiendo 
que deberíamos ir hacia un sistema único, en el que no tengamos Cajas ricas y Cajas pobres. No deberíamos 
pretender sólo que la mínima jubilación sea equivalente a un salario mínimo nacional; yo voy a pelear porque 
lleguemos al final de este período de Gobierno con una jubilación mínima igual a un salario mínimo 
nacional, pero aspiro a una renta jubilatoria por encima del salario mínimo nacional. Creo que debemos 
mejorar esa situación de injusticia provocada por este sistema en el que la gente que más trabaja, llega a 
jubilarse en las peores condiciones. Un obrero de la construcción o un asalariado rural sufren la jubilación, 
mientras otros llegan en condiciones físicas e intelectuales de disfrutar la jubilación, tanto por el ingreso 
jubilatorio que tienen como por su salud física. A ese asalariado al que corresponde una jubilación chica 
porque le pagaron muy poco a la hora de jubilarse no vamos a poder mejorarle su salud, pero por lo menos 
quiero que reciba una jubilación decorosa, por encima de lo que le corresponde según los aportes realizados, 
porque no recibe esa jubilación por atorrante sino porque no le pagaron un salario decoroso y no se hicieron 
los aportes correspondientes. 


Me parece que la solución de fondo, en un proceso de diez años, debe pasar por ahí. Me gustaría que 
metieran cabeza en eso -ya que la tienen fresca, como dije al principio- y nos ayuden a buscarle la vuelta a 
este planteo. 


Ustedes nos dejaron un deber, y yo también les dejo uno. 


Todos los miembros de esta Comisión tenemos una inquietud social importante. Más que sacar rédito 
personal vamos a tratar de comunicarnos con el Poder Ejecutivo para trasmitirles sus inquietudes; 
buscaremos la mejor forma de hacerlo, como decía el señor Presidente de la Comisión, ya sea a través de la 
media hora previa, de una exposición escrita o de lo que fuere. 


El 4 de setiembre recibiremos al doctor Bruni, que es la persona designada por el Poder Ejecutivo por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social como responsable de la seguridad social; nos ha dado su palabra y 
seguramente estará aquí. Procuraremos también tomar contacto con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Les agradezco una vez más que vengan, que nos golpeen la puerta, que nos tiren de las orejas y que nos 
hagan aportes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia de los representantes de la ONAJPU en la 
Comisión. Seguiremos en contacto. 


(Se retiran de Sala los representantes de la ONAJPU) 


SEÑOR BLASINA.- Quiero hacer un planteo relativo a una minuta de comunicación en función de la 
situación que quedó pendiente por razones que escapan a la voluntad de todos los que intervenían en el 
tema y que es la situación generada a raíz de la intervención militar y policial de las Fuerzas Conjuntas 
el día 9 de julio de 1973 en las instalaciones del diario "El Popular", lo cual generó una represión muy 
fuerte, de la que fuimos testigos casuales porque toda esa gente que fue detenida y golpeada fue 
trasladada al Cilindro donde nosotros estábamos alojados plácidamente disfrutando de unas cómodas 
vacaciones. 


Más allá de eso, cuando se consideró los contenidos de la Ley N* 18.033 -ustedes recordarán que hubo una 
Comisión designada a tal efecto por nuestra fuerza política- estuvimos trabajando allí y lo que se llegó a 
analizar al final del trabajo de la Comisión fue la situación de los que fueron afectados por el decreto del 4 de 
julio de ese año. Por ese decreto, se habilitaba a las patronales a despedir a los funcionarios que habían hecho 
la huelga general de resistencia a la dictadura instalada -eufemismo mediante- por razones de notoria mala 
conducta. Así procedieron muchas patronales haciendo uso de ese decreto. Eso fue lo que consideramos 
nosotros: una especie de colofón de lo que fue el tratamiento de lo que después se convirtió en la Ley_N? 
18.033. No tuvimos presente -ni tampoco los involucrados que además lo reconocieron cuando estuvieron en 
la Comisión- que estaba ese decreto bastante evidente, del mismo año aunque unos meses más adelante, a 
partir del cual se ilegalizaban varias organizaciones políticas y, además, se clausuraban el diario "El Popular" 
y el periódico "La Jornada". 


Tanto el señor Diputado Pérez como quien habla mantuvimos contacto con el Poder Ejecutivo y hemos 
acordado el siguiente procedimiento: enviar una minuta de comunicación con el reaseguro -quiero decirlo 
claramente- de que esto supone el envío de un proyecto de ley al Parlamento contemplando este tipo de 
situaciones que no pudieron ser tenidas en cuenta por las razones que recién expresé en la actual Ley_N* 
18.033. 


Quiero agregar además que de los doscientos trabajadores del diario "El Popular" de ese entonces hoy quedan 
vivos cuarenta; que hay una situación, averiguada por ellos mismos, de viudas, es decir, causahabientes, que 
no superan las seis o siete, y que hay un número indeterminado, que sería pequeño, de funcionarios rentados 
de los partidos políticos ilegalizados que, obviamente -de existir casos de esta naturaleza- tendrían que estar 
contemplados. De hecho, en la minuta de comunicación, están contemplados cuando se hace referencia a 
todos los perjudicados por ese decreto del año 1973. Creo que esto viene a restablecer justicia; inclusive, 
antes, por la propia situación que están viviendo, que han descrito y que nosotros conocemos directamente, 
esas cuarenta personas que siguen vivas-¡ojalá que por mucho tiempo!- de los doscientos. Entonces, digo que 
esta situación no se puede prolongar. Recordemos que la Ley N* 18.033 prevé que entre el primero y el 


segundo año de su vigencia, la Comisión especial constituida por imperio de la ley debe rendir un informe al 
Parlamento, es decir, una evaluación de lo actuado. No se puede esperar tanto tiempo. Este es un planteo que 
manejamos con el compañero Pérez ante el Poder Ejecutivo. Esta situación hay que contemplarla antes. Y la 
vía que se encontró, con el reaseguro que comentaba recién -el envío de un proyecto de ley-, es aprobar esta 
minuta de comunicación cuyo texto ya se ha repartido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La minuta de comunicación dice: "Se solicita al Poder Ejecutivo la pronta 
reparación de los trabajadores afectados por el Decreto N” 1.026, de 28 de noviembre de 1973, teniendo 
en cuenta que por razones absolutamente involuntarias, no quedaron comprendidos en la Ley N” 
18.033, de 13 de octubre de 2006". Está firmada por los señores Diputados Blasina y Pérez. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
(Diálogos) 
——Se propone como miembro informante al señor Diputado Blasina. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


